
 

DIRECCION DE SEGURIDAD PÚBLICA  

ALTOTONGA, VERACRUZ 

“EVALUACION DEL DESEMPEÑO POLICIAL” 

El presente Manual tiene como objetivo que las Instituciones de Seguridad Publica 

cuenten con procedimientos e instrumentos homologados para la instrumentación 

de las evaluaciones del cumplimiento de las obligaciones del personal sustantivo, 

así como su grado de eficacia, eficiencia y calidad, con base en los principios 

constitucionales de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 

respeto a los derechos humanos, incluyéndose, por su relevancia, como un 

elemento más la disciplina, para identificar las áreas de oportunidad del elemento 

para su permanencia, promoción y en su caso sanción, así como coadyuvar en 

trazar las directrices de crecimiento y desarrollo profesional de los integrantes de 

las instituciones de seguridad pública.   

Para efectos del párrafo anterior, se agrupan las obligaciones estatuidas a los 

cuerpos policiales en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

estableciendo el presente instrumento un sistema de puntos con tres aspectos de 

valoración: por principio, por ámbito de desempeño y por instancia evaluadora. 

Este proceso permite sustentar que la evaluación del desempeño se realice por un 

sistema de medición estandarizado basado en 50 puntos o supuestos, donde cada 

uno de ellos tiene un valor máximo de “1”.   

Para los efectos del presente Manual se entenderá por desempeño a la actuación 

que los miembros de las instituciones de seguridad pública demuestran en el 

cumplimiento de sus obligaciones en el marco de su función, en la que confluyen 

el apego y respeto a los principios constitucionales de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos. 

DE LOS PRINCIPIOS   

La Constitución en su Artículo 21 dice: “…La actuación de las instituciones de 

seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 

profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos…”. Para los efectos 

de este Manual para la evaluación del desempeño, se toma en cuenta por su 

relevancia, el término de “Disciplina”.    



DEFINICIÓN DE PRINCIPIO. Un principio es, en esencia, el enunciado general 

que da la razón de ser y fundamento a un sistema. Es una idea rectora.    

LEGALIDAD:  Por Legalidad se debe entender toda aquella intervención o 

decisión que se encuentra fundada en el Derecho, entendido este último en su 

más amplio sentido, y que se basa además en la técnica de interpretación jurídica 

que mayor certeza genere en la solución de los conflictos.    

El principio de legalidad en el ejercicio de la acción presupone forzosamente que 

existe un acusador público permanente, pues en el caso de que haya acusadores 

privados la conveniencia personal de ellos dictará el ejercicio o no de la acción. O 

sea, el principio de la legalidad presupone el principio de la oficialidad de la acción 

penal.1   

• Rinde la protesta de guardar la Constitución General de la República, la del 

Estado los Reglamentos y la Normatividad Administrativa aplicable, y las Leyes 

que de ellas emanen.  • Respeta el ejercicio de la función de la seguridad pública, 

siempre que ésta se apegue a derecho, de manera pacífica y respetuosa. A toda 

petición recaerá respuesta expedita y en apego a sus funciones y cargo y o 

banalizada en forma adecuada, misma que tiene obligación de fundarla, motivarla, 

y darla a conocer al peticionario dentro del término de Ley.  • Sujeta sus actos 

como Autoridad al cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento.  

• Se abstiene de realizar actos contrarios a la Ley.  • Actúa con respeto y apego a 

la Ley. 

OBJETIVIDAD. Consiste en un actuar congruente oportuno y proporcional al 

hecho con las razones que el derecho le suministran, y no por las que se deriven 

de su modo personal de pensar o de sentir por lo tanto el servidor de la seguridad 

pública al actuar no busca reconocimiento alguno. Al tomar sus decisiones en 

forma individual, colectiva o recibir órdenes, buscará siempre cumplir con su 

función, frente a cualquier beneficio o ventaja personal y procurará actuar con 

serenidad de ánimo y equilibrio interno, a fin de que sus decisiones estén 

desprovistas de aprehensiones y prejuicios.   

EFICIENCIA. La Eficiencia es la virtud de lograr el objetivo de la función de la 

seguridad pública y de los procedimientos, que no es otro que el  responsable del 

orden, la tranquilidad y seguridad de bienes y personas en una forma real, posible 

y legal, en condiciones que el propio Derecho determina.    

PROFESIONALISMO. El Profesionalismo es la respuesta de más alta excelencia y 

de conocimiento profundo de la teoría, técnica y práctica, que un servidor de la 

seguridad pública debe externar en su ejercicio laboral, para lo cual deberá 



siempre actualizarse y capacitarse con objeto de elevar la calidad de las 

actividades que le corresponde desempeñar.    

El profesionalismo constituye un principio ético que permite desarrollar las 

habilidades de investigación, el espíritu de cuerpo, la lealtad, la solidaridad, la 

comprensión y al mismo tiempo la enseñanza de habilidades directamente 

relacionadas con la profesión o la actividad laboral concreta.2    

HONRADEZ: La Honradez, entendida como la rectitud de ánimo, como la 

honorabilidad y la integridad en el actuar, sin esperar ni pedir nada que no sea 

cumplir con la función en los términos que el propio Derecho exige.    

El servidor público no deberá utilizar su cargo público para obtener algún provecho 

o ventaja personal o a favor de terceros.   

Tampoco deberá buscar o aceptar compensaciones o prestaciones de cualquier 

persona u organización que puedan comprometer su desempeño como servidor 

público.   

RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS: La preservación del estado de 

derecho, la defensa y protección de la dignidad humana para garantizar los más 

amplios márgenes posibles para el bien común.   

Entre esos derechos destacan las garantías de audiencia y de legalidad, el debido 

proceso, la debida defensa la no retroactividad de la ley, la presunción de 

inocencia, la debida fundamentación y motivación, el juicio justo, las instancias del 

proceso y la prohibición de la tortura entre otros. Aunque todos los derechos 

humanos tienen una importancia especial, el derecho a la vida es básico y 

fundamental.3   

Los principios a los que se ha hecho referencia sólo pueden traducirse en una 

realidad de vida; de ahí que, el apego personal a los principios morales, tengan un 

papel central, pues la responsabilidad del servidor público no se agota con trabajo 

en la institución de seguridad pública, sino que va más allá: entraña la facultad de 

ejercer un poder relevante y obliga a observar una conducta integralmente 

honorable, para que el servidor de la seguridad pública sea orgullo y referencia 

dentro de la comunidad.   

DISCIPLINA. La disciplina comprende el aprecio de sí mismo, la pulcritud, los 

buenos modales, el rechazo a los vicios, la puntualidad en el servicio, la exactitud 

en la obediencia, el escrupuloso respeto a las leyes y reglamentos, así como a los 

derechos humanos.   



La disciplina es la base del funcionamiento y organización de las Instituciones 

Policiales, por lo que sus Integrantes deberán sujetar su conducta a la observancia 

de las leyes, órdenes y jerarquías, así como a la obediencia y al alto concepto del 

honor, de la justicia y de la ética.   

La disciplina demanda respeto y consideración mutua entre quien ostente un 

mando y sus subordinados. 

LOS CRITERIOS DE MEDICIÓN    

Elementos jurídico-normativos  del ámbito de la ética jurídica que deberán 

observarse para determinar de qué manera o cómo es que se está dando 

cumplimiento a los principios generales establecidos en la Constitución Política, 

para el actuar de los integrantes de las instituciones de seguridad pública.   

BIEN COMUN. Todas las decisiones y acciones del servidor público deben estar 

dirigidas a la satisfacción de las necesidades e intereses de la sociedad, por 

encima de intereses particulares ajenos al bienestar de la colectividad. El servidor 

público no debe permitir que influyan en sus juicios y conducta, intereses que 

puedan perjudicar o beneficiar a personas o grupos en detrimento del bienestar de 

la sociedad.   

El compromiso con el bien común implica que el servidor público esté consciente 

de que el servicio público es un patrimonio que pertenece a todos los mexicanos y 

que representa una misión que sólo adquiere legitimidad cuando busca satisfacer 

las demandas sociales y no cuando se persiguen beneficios individuales 

INTEGRIDAD. El servidor público debe actuar con honestidad, atendiendo 

siempre a la verdad.   

Conduciéndose de esta manera, el servidor público fomentará la credibilidad de la 

sociedad en las instituciones públicas y contribuirá a generar una cultura de 

confianza y de apego a la verdad.   

IMPARCIALIDAD. El servidor público actuará sin conceder preferencias o 

privilegios indebidos a organización o persona alguna.   

Su compromiso es tomar decisiones y ejercer sus funciones de manera objetiva, 

sin prejuicios personales y sin permitir la influencia indebida de otras personas.   

JUSTICIA. El servidor público debe conducirse invariablemente con apego a las 

normas jurídicas inherentes a la función que desempeña. Respetar el Estado de 

Derecho es una responsabilidad que, más que nadie, debe asumir y cumplir el 

servidor público. Para ello, es su obligación conocer, cumplir y hacer cumplir las 

disposiciones jurídicas que regulen el ejercicio de sus funciones.   



TRANSPARENCIA. El servidor público debe permitir y garantizar el acceso a la 

información gubernamental, sin más límite que el que imponga el interés público y 

los derechos de privacidad de los particulares establecidos por la ley. La 

transparencia en el servicio público también implica que el servidor público haga 

un uso responsable y claro de los recursos públicos, eliminando cualquier 

discrecionalidad indebida en su aplicación.   

RENDICION DE CUENTAS. Para el servidor público rendir cuentas significa 

asumir plenamente ante la sociedad, la responsabilidad de desempeñar sus 

funciones en forma adecuada y sujetarse a la evaluación de la propia sociedad. 

Ello lo obliga a realizar sus funciones con eficacia y calidad, así como a contar 

permanentemente con la disposición para desarrollar procesos de mejora 

continua, de modernización y de optimización de recursos públicos.   

ENTORNO CULTURAL Y ECOLOGICO. Al realizar sus actividades, el servidor 

público debe evitar la afectación de nuestro patrimonio cultural y del ecosistema 

donde vivimos, asumiendo una férrea voluntad de respeto, defensa y preservación 

de la cultura y del medio ambiente de nuestro país, que se refleje en sus 

decisiones y actos. Nuestra cultura y el entorno ambiental son nuestro principal 

legado para las generaciones futuras, por lo que los servidores públicos también 

tienen la responsabilidad de promover en la sociedad su protección y 

conservación.   

GENEROSIDAD. El servidor público debe conducirse con una actitud sensible y 

solidaria, de respeto y apoyo hacia la sociedad y los servidores públicos con 

quienes interactúa. 

Esta conducta debe ofrecerse con especial atención hacia las personas o grupos 

sociales que carecen de los elementos suficientes para alcanzar su desarrollo 

integral, como los adultos en plenitud, los niños, las personas con capacidades 

especiales, los miembros de nuestras etnias y quienes menos tienen.   

IGUALDAD. El servidor público debe prestar los servicios que se le han 

encomendado a todos los miembros de la sociedad que tengan derecho a 

recibirlos, sin importar su sexo, edad, raza, credo, religión o preferencia política.  

No debe permitir que influyan en su actuación, circunstancias ajenas que propicien 

el incumplimiento de la responsabilidad que tiene para brindar a quien le 

corresponde los servicios públicos a su cargo.   

RESPETO. El servidor público debe dar a las personas un trato digno, cortés, 

cordial y tolerante. Está obligado a reconocer y considerar en todo momento los 

derechos, libertades y cualidades inherentes a la condición humana.   



LIDERAZGO. El servidor público debe convertirse en un decidido promotor de 

valores y principios en la sociedad, partiendo de su ejemplo personal al aplicar 

cabalmente en el desempeño de su cargo público este Código de Ética y el 

Código de Conducta de la institución pública a la que esté adscrito. El liderazgo 

también debe asumirlo dentro de la institución pública en que se desempeñe, 

fomentando aquellas conductas que promuevan una cultura ética y de calidad en 

el servicio público. El servidor público tiene una responsabilidad especial, ya que a 

través de su actitud, actuación y desempeño se construye la confianza de los 

ciudadanos en sus instituciones. 


